Segunda lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la iniciativa de reforma al artículo 84, fracción III, de la Constitución Política del Estado, propuesta por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de reforma y adición al artículo 196 de la Constitución Política del Estado, planteada por los Diputados Gregorio Contreras Pacheco, Ramón Díaz Avila y Francisco Ortiz del Campo.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de reforma y adición al artículo 7 de la Constitución Política del Estado, planteada por los Diputados Gregorio Contreras Pacheco, Ramón Díaz Avila y Francisco Ortiz del Campo.
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de reforma a la Ley del Servicio Estatal de Empleo, planteada por los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa para abrogar la Ley que Crea el Patronato para la Administración de la Unidad Deportiva de Torreón y el Gimnasio Municipal de Torreón y la Ley que Crea el Patronato para la Unidad Deportiva de San Pedro, planteada por el Diputado José Andrés García Villa, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un acuerdo del Congreso del Estado de Chihuahua, en el que se determinó solicitar al Congreso de la Unión, especialmente a la Cámara de Diputados, la aprobación de una iniciativa de Decreto que le fue remitida por la Cámara de Senadores, para reformar el artículo 73, fracción XXI, de la Constitución Política Federal.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un acuerdo del Congreso del Estado de Jalisco, en el que se determinó enviar al Congreso de la Unión, una iniciativa para adicionar el párrafo segundo del artículo 35 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un acuerdo del Congreso del Estado de Zacatecas, en el que se determinó enviar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, una iniciativa proyecto de decreto para reformar y adicionar la Ley de Instituciones de Crédito.

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa de Reforma al Artículo 84 fracción III de la Constitución Política del Estado, propuesta por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 23 de noviembre de 2004, se dio segunda lectura a la Iniciativa de Reforma al  Artículo 84 fracción III de la Constitución Política del Estado, propuesta por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 41 y 42 apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa para reformar el Artículo 84 fracción III de la Constitución Política del Estado, propuesta por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, se basa en las consideraciones siguientes:

La presente iniciativa constituye una propuesta ya presentada por compañeros diputados de este Congreso y de algunos de los que suscribimos este documento, y consiste en determinar un plazo para que el Gobernador realice la publicación de las leyes y decretos que expida este Congreso Local.

Es importante señalar que esta iniciativa se presenta dando cumplimiento a lo preceptuado por el artículo 61 de nuestra constitución local, que expresa que el proyecto de iniciativa de ley o de reforma que fuere desechado no puede volver a presentarse en el mismo periodo de sesiones. Lo anterior, en virtud de que el pasado periodo ordinario de sesiones se presento una iniciativa de reforma constitucional relacionada con el tema de la iniciativa que hoy presentamos y que finalmente en la sesión ordinaria pasada este Pleno aprobó reformas Constitucionales a los artículos 46 y 62 originados de aquella iniciativa, sin embargo en el dictamen correspondiente que fue motivo de votación excluía el tema hoy nuevamente planteado.

En la normatividad vigente, la parte del proceso legislativo que le corresponde al Titular del Ejecutivo del Estado no tiene más plazos que el dispuesto en el artículo 63 constitucional en donde se establece que no puede reducirse a menos de tres días el plazo para que el Ejecutivo presente observaciones. Pero no se enuncia un plazo máximo para que ocurra la sanción de la Ley, ni para las otras dos etapas, consistentes en la promulgación y publicación.

También está previsto el caso de que existan observaciones por parte del Ejecutivo, las observaciones son remitidas al Congreso, y si son aprobadas por dos terceras partes de diputados se vuelve a remitir al Ejecutivo para su promulgación, publicación y observancia.

Es indispensable que existan reglas claras, en ningún caso se exponen plazos específicos al Ejecutivo para concluir el proceso de expedición o modificación de leyes, pues resulta que la práctica nos indica que hay decretos que se publican tres días después de su aprobación por este Congreso, pero otras, hasta tres o cuatro semanas después.

Así las cosas, la reforma consiste en modificar la fracción III del artículo 84 a fin de que se establezca el plazo máximo de 5 días hábiles para que deba promulgarse y publicarse una ley o decreto, lo que indirectamente, también circunscribe el término para que se realicen las observaciones al Congreso.

TERCERO. 
De conformidad con el artículo 84 fracción  III de la Constitución Política local, es deber del Gobernador cuidar de la observancia de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la particular del Estado, así como promulgar, publicar y hacer cumplir las leyes o decretos que expida el Congreso Estatal y publicar y hacer cumplir las leyes y decretos federales; la norma en comento indudablemente adolece de una laguna legal en cuanto no establece el término en el que el Ejecutivo del Estado deba dar cumplimiento a la obligación de promulgar y publicar las leyes  o decretos que hubiesen sido aprobados por el Congreso del Estado.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  en su artículo 72, incisos “ A y B ”, a propósito del tema que nos ocupa, establece literalmente:
“ A.- Aprobado un proyecto en la Cámara de su origen, pasará para su discusión a la otra. Si ésta lo aprobare, se remitirá al Ejecutivo, quien, si no tuviere observaciones que hacer, lo publicará inmediatamente.

B.- Se reputará aprobado por el Poder Ejecutivo, todo proyecto no devuelto con observaciones a la Cámara de su origen, dentro de diez días útiles; a no ser que, corriendo este término hubiere el Congreso cerrado o suspendido sus sesiones, en cuyo caso la devolución deberá hacerse el primer día útil en que el Congreso esté reunido.”

Como fácilmente puede advertirse de la trascripción que antecede, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone al Ejecutivo la obligación de publicar inmediatamente  un proyecto de ley, si no tuviere observaciones que hacer, y conforme a la teoría del silencio, reputa aprobado  un proyecto no devuelto con observaciones a la Cámara de su origen, dentro de los díez días útiles.

Este sistema ha sido adoptado por diversas entidades federativas, como son entre otras Chiapas, Hidalgo, Michoacán, Morelos, Zacatecas.

En el proceso legislativo, constitucionalmente intervienen diversos órganos de gobierno; así, la facultad de iniciar leyes compete no sólo a los Diputados, sino también al Gobernador del Estado, al Poder Judicial, a los Ayuntamientos, a diversos institutos autónomos e incluso a los ciudadanos electores del Estado. La discusión y aprobación de las iniciativas es propia del Poder Legislativo, en tanto que la sanción, y publicación corresponde al Poder Ejecutivo.

Así las cosas, si en la Iniciativa cuyo estudio se hace, se establece como obligación del Ejecutivo la de promulgar y publicar las leyes y decretos, dentro de los cinco días hábiles siguientes a partir de su aprobación,  tal parece que la disposición en comento, constriñe al Ejecutivo a hacerlo, privándolo de la facultad constitucional de hacer observaciones a las iniciativas de ley y decretos aprobados por el Congreso,  por lo que en esa tesitura, se recomienda seguir el sistema adoptado por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y establecer la disposición dentro de la normatividad relativa al capítulo de la iniciativa y formación de leyes.

Por las consideraciones que anteceden, en lugar de la reforma a la fracción III del artículo 84 de la Constitución Política del Estado, deberá adicionarse la fracción IV del Artículo 62 de dicho ordenamiento

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma la fracción IV del Artículo 62 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 62. Toda iniciativa de ley o decreto deberá sujetarse a los trámites siguientes:

I a III. . . . . .

IV. Terminada esta discusión se votará la ley o decreto, y aprobado que sea,  se pasará al Ejecutivo, quien si no tuviere observaciones que hacer, procederá a  su promulgación, publicación y observancia. Se reputará aprobada por el Ejecutivo toda iniciativa no devuelta al Congreso con observaciones dentro de los veinte días hábiles siguientes de su recepción, debiendo en consecuencia proceder inmediatamente a su publicación.

V a VII. . . . . .

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor al siguiente día en que se publique en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Thelma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila., enero 17 de 2005.
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Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa de Reforma y Adición a la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Ramón Díaz Ávila, Gregorio Contreras Pacheco y Francisco Ortiz del Campo; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día, 30de noviembre de 2004, se dio segunda lectura a la Iniciativa de Reforma y Adición a la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Ramón Díaz Ávila, Gregorio Contreras Pacheco y Francisco Ortiz del Campo.

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 41 y 42 apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa para Reformar y Adicionar la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Ramón Díaz Ávila, Gregorio Contreras Pacheco y Francisco Ortiz del Campo se basa en las consideraciones siguientes:

En la pasada sesión de este Pleno del H. Congreso del Estado, presentamos una iniciativa que tiene el propósito de generar un mayor consenso en el procedimiento Parlamentario cuando se trate de reformar la Constitución General de la República, evitando con ello que con solo la voluntad política de un Partido Político que tenga mayoría calificada en él, Congreso de la Unión y mayoría simple en los estados pueda por si sola reformar nuestro máximo ordenamiento legal.

En la exposición de motivos de nuestra Iniciativa Reformas a la Constitución Federal, señalamos que no existe una definición uniforme, sobre el camino para reformar la Constitución o si al Congreso de la Unión le es permisible hacer modificación a la sustancia original plasmada por el Poder Constituyente, de igual modo, expresamos lo que el maestro Jorge Carpizo establece como definición de lo que para el es un poder Constituyente y los poderes constituidos.

Desde luego que estos preceptos, conceptos o definiciones aún forman parte de la discusión entre destacados constitucionalistas no sólo de nuestro país, sino del mundo entero.

Pero lo cierto es que tenemos que aceptar que vivimos en una sociedad cambiante, y que esos cambios que se presentan de manera vertiginosa conllevan necesariamente tras formaciones en materia de reglas para la convivencia humana y social, muchas de ellas tienen que ver con las disposiciones fundamentales de nuestra Acta Constitutiva.

A nivel Estatal las cosas no varían de lo que es el espectro nacional, existe la permanente practica de estar modificando o adicionando la Constitución Política del Estado; Federalizar con la Construcción de un mayor consenso nacional; las decisiones fundamentales nos pueden conducir a una mas ( sic ) sana convivencia y una mayor unidad entre los mexicanos, pero esa convivencia tiene que partir de lograr la unidad de los habitantes de cada entidad federativa.

Si bien es cierto, que nuestro origen como República federada, parte de los acuerdos políticos entre cúpulas desde la época de la dominación española y no precisamente por decisión propia de los habitantes de cada territorio federado, lo que también es cierto es que diferentes actores de la sociedad en la época de Don Miguel Ramos Arizpe coincidieron con que el régimen Federalista era el más adecuado para la conformación de la naciente nación Mexicana.

Pero el concepto de federalismo ha distado mucho en su aplicación de la visión del gran Chantre, mas ( sic ) bien se vino distorsionando a tal grado que perdimos mas ( sic ) de la mitad de nuestro territorio por el exceso de centralismo aplicados durante el Gobierno de Santa Anna.

Por ello, es necesario corregir el rumbo y rescatar la conceptualización ( sic ) originaria de Republica Federal, y para ello se requiere de que la toma de decisiones se federalice y más cuando esta tiene que ver con modificaciones a nuestras leyes fundamentales, sin embargo, Federalización      ( sic ) no sólo implica la construcción de acuerdos entre los estados que conforman una Republica, implica necesariamente que los estados tomen en cuenta la opinión y el consenso de la base fundamental de la republica ( sic ) es decir el Municipio.

En efecto, hasta hoy una reforma a la Constitución Política local sólo requiere de la aprobación de la mitad de los municipios, es decir, después de la aprobación del Congreso, se requiere que el 50% de los cabildos aprueben la Reforma para dar por concluido y finalmente aprobado el decreto que modifica nuestro máximo ordenamiento legal en el ámbito local. Por lo que, y conforme a la actual composición de nuestra geografía política, se logra con la decisión de un solo Partido Político cuando se habla de gobiernos municipales.

Fortalecer el concepto de régimen federalista y de municipio libre tiene que ver en esencia, con privilegiar el consenso en la adopción o aprobación de las bases fundamentales para nuestra convivencia diaria, es decir, los postulados de nuestra Constitución Política Local y para ello se hace necesario que un mayor número de actores políticos y sociales nos involucremos en la toma de decisiones, por ello, los Partidos que representamos en esta legislatura aprobaron en la pasada la inclusión a nuestro marco Constitucional las figuras de referéndum, plebiscito e iniciativa popular, porque lo consideramos como un gran avance en materia de participación ciudadana. Y de rescate al precepto que establece el artículo 39 de la Constitución General de la República cuando precisa que: La Soberanía Nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno.

Sin embargo, consideramos necesario que también se puedan ampliar las formas institucionales de construir consensos y que estos se pueden dar si en nuestro procediendo legislativo de reforma Constitucional se establece que es necesaria la mayoría calificada de los ayuntamientos para la aprobación de una reforme, ( sic ) adición o modificación a la Constitución Política de nuestro Estado.

TERCERO. En relación a la propuesta que ahora se hace y que efectivamente, como lo asientan los autores de la misma, tiene estrecha conexión con la que formularon respecto a  su Iniciativa de Reformas a la Constitución Federal en lo que atañe a las adiciones y reformas que se le puedan hacer, en esa oportunidad esta Comisión siguiendo el pensamiento del maestro Ignacio Burgoa, consideró lo siguiente :

“ Por vía de referencia histórica recordemos que el artículo 135 de la Consti​tución vigente corresponde al artículo 127 de la Constitución de 1857, coin​cidiendo ambos preceptos en su texto.

Este artículo 127 provino del artículo 125 del Proyecto constitucional elabo​rado por la Comisión respectiva, que establecía: "La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. Mas para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la Constitución, se requiere: que un congreso por el voto nominal de dos terceras partes de sus miembros presentes, acuerde qué artículos deben reformarse; que este acuerdo se publique' en los. Periódicos de toda la República tres veces antes de la elección del congreso inmediato; que los electores al verificarla, manifiesten si están conformes en que se haga la reforma, en cuyo caso lo harán constar en los respectivos poderes de los diputados; que el nuevo congreso formule las reformas, y éstas se someterán al voto del pueblo en la elección inmediata. Si la mayoría absoluta de los electores votase en favor de las reformas, el ejecutivo las sancionará corno parte de la Constitución."

El texto trascrito "fue devuelto a la Comisión porque se creyó que esta​blecía inútiles moratorias que hacían casi imposible todo cambio reclamado por la opinión"," habiéndose presentado en su lugar uno más sencillo, según el cual la reforma constitucional debía ser votada "por dos tercios del con​greso y aceptada por la mayoría de los electores que nombren a los diputados del congreso siguiente, al que toca decretar el resultado".

El nuevo precepto proyectado fue impugnado por Zarco, quien argumentó que por virtud de la representación política de la ciudadanía que dentro de todo régimen democrático tienen los diputados reunidos en asamblea, sería ocioso acu​dir a la votación popular para que se aceptara o rechazara alguna reforma a la Constitución, máxime que, por lo general, las modificaciones a ésta entrañan cuestiones políticas, sociales o de la otra índole que escapan muchas veces a la apreciación del pueblo. "Si el pueblo delega su soberanía en el legislador, decía tan insigne constituyente, a éste toca dar toda clase de leyes sin recurrir al cuerpo electoral, y sin la reforma de la Constitución es un punto grave en que debe evitarse toda precipitación, bien puede establecerse que iniciada y votada una reforma por un congreso, corresponde decretarla como ley al congreso siguiente. Esta será garantía suficiente, y así de una manera indirecta, en las elecciones, el pueblo se ocupará de la reforma, escogiendo a los que sobre ella han de resolver.

"Las reformas constitucionales, continuaba Zarco, pueden recaer sobre cues​tiones políticas o administrativas que requieran ciertos conocimientos prácticos, y sin hacer el menor agravio al buen sentido del pueblo, puede asegurarse que serán superiores a la inteligencia de los electores. Hay también la dificultad de la computación de votos de todos los electores, y esta dificultad puede aun re​tardar las medidas más útiles. El principal defecto del artículo consiste en que una vez establecido el sistema representativo, se apela a la democracia pura hasta donde cabe en el sistema de la comisión. 

Don José María Mata, en defensa del referéndum de los electores como me​dio para introducir enmiendas constitucionales, sostuvo que Zarco partió "de un supuesto falso", pues "no habiendo elección directa sino indirecta en segundo grado, y no exigiéndose para la reforma el voto de todos los ciudadanos sino el de los electores, no se apela a la democracia, sino al sistema representativo en más o menos grados, puesto que el elector es un delegado del pueblo. En los demócratas no hay inconsecuencia en ir a buscar la opinión del pueblo como fuente de acierto. Si se diera valor al argumento de que el pueblo no sabe y es ignorante, sería preciso quitarle el derecho de elegir, porque no sabrá escoger a los hombres capaces de velar por sus intereses.

En apoyo del pensamiento de Mata, don Melchor Ocampo insistió en la te​sis postulada por el artículo 125 del proyecto, en el sentido de que las reformas a la Constitución debían someterse al voto de los electores, y reafirmando su confianza en éstos y en el pueblo que los designa, el distinguido michoacano afirmaba: "Si considerando la cuestión en abstracto se puede exagerar la igno​rancia del pueblo, hablando de reformas constitucionales, de cuestiones políticas y administrativas, cuando se desciende a la práctica se ve que la dificultad no es tan grave como se presenta. Una vez iniciada la reforma, la explicarán la pren​sa y la tribuna, la imprenta sobre todo la pondrá al alcance del espíritu de los electores, se las presentará ya digeridas, por decido así, para que ellos resuelvan por ejemplo si es conveniente que el primer magistrado del país sea electo por muchos o por pocos. Entonces para fallar sobre las reformas bastará lo que los franceses llaman grueso buen sentido y nada más.

"Cuando el orador no sabía lo que era triángulo, agrega Ocampo, ni hipote​nusa, ni catetos, no comprendía cómo era que el cuadrado de la hipotenusa fuera igual al de los catetos; pero cuando se le explicó lo que esto quiere decir, le pareció casi verdad de Pero Grullo. Así en las reformas, cuando se explique lo que en ellas importan, el elector será apto para resolver y no hay que exagerar la dificultad presentando la cuestión en abstracto.

A quien debe considerarse como incorporador al sistema mexicano y con variantes vernáculas de la forma para modificar la Constitución imperante en los Estados Unidos, es a don Guillermo Prieto. Al combatir el artículo proyec​tado y refutar las ideas expresadas por sus defensores, se ostentó como impla​cable enemigo del referéndum popular en la cuestión concerniente a las reformas constitucionales.

Consultar el voto de los electores, decía, ofrece gravísimos inconvenientes", agregando que “ Los ciudadanos no sabrán si serán o no nombrados electores. Cuando lo sean, ignorando de qué se trata se encontrarán obligados sin discutir, sin razonar, sin instruirse, a contestar sí o no. El Sr. Ocampo, que ciertamente merece el nombre de sabio, ha creído que para dar esta respuesta bastará el sentimiento del bien, pero su señoría convendrá en que para resolver cuestiones constitucionales se necesitan conocimientos que no han de reunir todos los elec​tores. No es fácil resolver, por ejemplo, con un sí o un no la cuestión del senado, que si ha parecido importuna en esta asamblea, dividió en Francia los pareceres de hombres eminentes, poniéndose de un lado Lamartine y del otro Odilon Banot. Los electores, por más que diga el señor Ocampo, no tienen ciencia infu​sa, ni alguna inspiración extraña que los ilumine. El buen sentido y el talento por sí solos no harán que un hombre pueda preparar una lámina para el dagurrotipo; el buen sentido y el talento no bastarán para que otro tornando un telescopio, pueda hacer cálculos astronómicos. Pero el Sr. Ocampo, refiriéndose al teorema del cuadrado de la hipotenusa y de los catetos, ha dicho que basta una sencilla explicación para comprender las verdades científicas. Esto es cierto. Pero entonces en cada colegio electoral debe haber un catedrático que dé expli​caciones, y este maestro será una rábula, un tinterillo, que si se trata del teore​ma geométrico, enseñaría que la hipotenusa es una figura cuadrada o redonda. ¿A dónde vamos a parar con estos absurdos que se quieren derivar del senti​miento del bien? A la insurrección contra la razón y el sentido común.

"Iniciada la reforma, prosigue Prieto, habrá electores que la quieran más o menos amplia, más o menos restringida, que la quieran con ciertas restricciones, y ¿ cómo cabe todo esto en el sí o no en el único monosílabo que les permite articular la comisión? Queremos seguir la voluntad del pueblo, se dice, queremos conocerla para que a ella se sujete el legislador; proclamamos la libertad de la discusión para la reforma, pero a nuestras preguntas sólo se ha de responder sí o no. Esto es una burla, es una ironía, un plagio de la libertad de imprenta de Beaumarchais. Esta no es libertad, es el atrás de un centinela, es el grito de un pedagogo, y no hay soberanía con consigna, no hay libertad con mordaza, no hay discusión con gendarmes. Cuando la opinión pública quiera una reforma con ciertas modificaciones, no encontrará ni la fórmula para expresar su pen​samiento, porque tiene un candado en la boca que sólo le deja decir sí o no.

"Si los electores, concluye dicho diputado constituyente, quedan reducidos a máquinas de decir sí o no, no es menos triste la condición del segundo congreso, que sólo tiene facultad para contar los votos. Los representantes del pueblo, aun​que en ellos se ha delegado la soberanía del pueblo, tienen que guardar silencio en muchas cuestiones, porque sus credenciales están truncas, porque hay eclip​ses en sus poderes. Porque tienen en la cámara una manzana velada, la cuestión resuelta por los electores. El congreso no es ya legislador, es la máquina que da la última manipulación química a productos ajenos.

“ Si no se quiere seguir el antiguo sistema, sométase la reforma al examen y al voto de las legislaturas, verdaderos representantes de los Estados, y así se seguirá el principio federal, y sobre todo se tendrá un homenaje a la razón y al saber, al saber que hoy es el blanco del epigrama y del sarcasmo como si fuera posible renegar de la ciencia y de la sabiduría, como si la Humanidad, anhelando sumergirse en las tinieblas de la barbarie, pudiera sublevarse contra el entendimiento,  contra la más preciosa facultad que plugo conceder el Ser Supremo, para entregarse ciega al yugo del instinto salvaje y brutal.”

Con base en las ideas expuestas por Prieto, la comisión presentó un nuevo texto que, aprobado en el congreso constituyente por sesenta y siete votos contra catorce, se convirtió en el artículo 127 de la Ley Fundamental de 1857 y que corresponde, según dijimos, al artículo 135 de la Constitución vigente.

En el congreso de Querétaro, el proyecto del mencionado precepto, tomado casi textualmente del citado artículo 127, se aprobó sin discusión, debiendo recordar por último, que el artículo 135 se adicionó en octubre de 1966 en cuanto   que el cómputo de los votos de las legislaturas en lo que atañe a las reformas o adiciones constitucionales y la declaración de que éstas queden incorporadas a la Ley Suprema, pueden formularse tanto por el Congreso de la Unión, cuando esté reunido, como por la comisión Permanente durante  sus periodos de receso.”

De la exposición que antecede, fácilmente se infiere que el Constituyente Originario al crear el órgano Constituyente Permanente,  a efecto de dar factibilidad a las reformas constitucionales, quiso que el procedimiento, si bien diferente al procedimiento ordinario para crear la ley, fuese lo suficientemente expedito como para no hacer nugatoria cualquier reforma constitucional; por ello, adoptó el sistema de mayoría absoluta de legislaturas y no la de las dos terceras partes de estas como propone la iniciativa que ahora se examina, mayoría absoluta que implica el 50% más uno y no simplemente el 50 % como lo consideran los autores de la iniciativa que se examina.

La reforma propuesta tiende a dificultar los cambios constitucionales al establecer mayorías calificadas tanto para el número de Ayuntamientos del Estado como para la aprobación del acuerdo correspondiente por parte de estos; y, si uno de los principios de derecho es el de que donde existe la misma razón debe existir la misma disposición, no se ve por que la Constitución local deba adoptar un principio diferente al de la Constitución General de la República para ser adicionada o reformada.

No obsta a las consideraciones que anteceden el argumento de que las reformas y adiciones a la Constitución prácticamente quedan en manos de un solo partido político cuando se habla de gobiernos municipales; pues si tal es el supuesto, ello obedece a la voluntad de los electores que se inclinaron por ese partido y sus candidatos, lo que no está reñido con un Estado de derecho democrático,  como es el que tenemos, pues conforme a la fracción I del artículo 2° de la Constitución Política local, el pueblo ejerce su soberanía en forma directa por medio del sufragio popular y si ese sufragio implica que la mayoría de las legislaturas estén en poder de un solo partido, debe interpretarse que tal fue la decisión del pueblo.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO. Por las razones expuestas se recomienda no modificar el artículo 196 de la Constitución Política del Estado, pues de hacerlo en los términos propuestos por los autores de la Iniciativa al establecer mayorías calificadas para poder modificar la Constitución, tanto para el número de Ayuntamientos del Estado como para la aprobación del acuerdo correspondiente por parte de estos, tal condición no hace sino complicar  un procedimiento que de suyo debe ser expedito, como ya se vio en la génesis del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece la institución equivalente a la que regula el precepto cuya reforma se propone.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Thelma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila, Enero 17 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Jesús de León Tello
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa  de Reforma y Adición al artículo 7 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Ramón Díaz Ávila, Francisco Ortiz del Campo y Gregorio Contreras Pacheco; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día, 28 de diciembre de 2004, se dio segunda lectura a la Iniciativa de Reforma y Adición al artículo 7 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Ramón Díaz Ávila, Francisco Ortiz del Campo y Gregorio Contreras Pacheco.

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 41 y 42 apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa de Reforma y Adición al artículo 7 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Ramón Díaz Ávila, Francisco Ortiz del Campo y Gregorio Contreras Pacheco se basa en las consideraciones siguientes:

La Declaración Universal de Derechos Humanos, dispone que toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure la salud y el bienestar, y en especial alimentación. Así mismo, en las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se reconoce el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre.

La Constitución General de la República establece que toda persona tiene derecho a la protección de la salud y señala que la ley determinará los apoyos a la protección de los menores, a cargo de las instituciones publicas.

El artículo 173 de la Constitución Política del Estado señala en su segundo párrafo que: los menores tienen derecho a una vida sana, a la salud, a la alimentación, a la educación, a la cultura, a la recreación, a la preparación para el trabajo y a llevar una vida digna en el seno de la familia.

Desafortunadamente estos preceptos internacionales, nacionales y locales, en el que se reconoce plenamente el derecho a la alimentación principalmente de las niñas y los niños, incorporados de igual forma a la Carta Internacional de los Derechos de las Niñas y los Niños en muchos casos es letra muerta.

En Coahuila, y pese a los esfuerzos que realiza el Ejecutivo Estatal con la implementación de diversos programas como el de desayunos escolares en las escuelas ubicadas en sectores con un alto grado de marginación y de pobreza, aún persisten elevados grados de desnutrición infantil que impiden el pleno desarrollo académico, físico y mental de un buen número de niñas y niños coahuilenses.

Si bien es cierto que nuestro máximo ordenamiento legal en el ámbito local reconoce el derecho a la alimentación infantil, también es cierto que no establece los mecanismos legales para hacer efectivo este precepto, por lo que se tiene que iniciar por incorporar a nuestra Constitución en el capítulo de las garantías individuales la obligación de la ley y del gobierno de ocuparse de garantizar a toda persona su derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure la salud y el bienestar, y en especial la alimentación infantil.

Los desayunos escolares y los diversos programas que se implementan en el actual sexenio para combatir la pobreza y el hambre, no deben quedar al arbitrio de o a la voluntad de los Gobernadores en turno, se tiene que convertir en norma jurídica y por ende en obligación del Estado implementar planes, programas y acciones que aseguren una adecuada alimentación infantil.

Es deber de este Congreso del Estado sentar las bases Constitucionales para garantizar el derecho de toda persona a tener acceso a alimentos sanos y nutritivos, en consonancia con el derecho a una alimentación apropiada y con el derecho fundamental de toda persona a no padecer hambre, a fin de que pueda desarrollar y mantener plenamente su capacidad fisica y mental. Para de ahí partir en la búsqueda de la conjunción de esfuerzos para movilizar y aprovechar al máximo la asignación y la utilización de los recursos técnicos y financieros de todas las fuentes, incluidos los recursos internacionales, con vistas a reforzar las actividades locales y nacionales para aplicar políticas en pro de una seguridad alimentaria sostenible.

Este Congreso, comprometido con el pueblo, debe tomar medidas con miras a lograr gradualmente la plena realización del derecho a la alimentación, entre otras medidas encaminadas a promover condiciones que permitan que nadie padezca hambre y todos disfruten cuanto antes plenamente del derecho a la alimentación.

TERCERO. 
Los propios autores de la Iniciativa reconocen que nuestra Constitución  local se ocupa en el artículo 173 de la cuestión que proponen, ya que efectivamente, como correctamente lo exponen,  conforme a la disposición en cita, los menores tienen derecho a una vida sana, a la salud, a la alimentación, a la educación, a la cultura, a la recreación, a la preparación para el trabajo y a llevar una vida digna en el seno de la familia; pero no sólo eso, además el precepto establece que toda persona tiene derecho a la protección de la salud; que toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa y que la  Ley establecerá los medios y apoyos necesarios para el logro de estos objetivos.

Así pues, contra lo que los autores de la iniciativa consideran en la exposición de motivos, resulta innecesario reproducir esta garantía social, ahora como garantía individual, pues en las garantías sociales, como enseña el maestro Ignacio Burgoa en su obra “ Las Garantías Individuales ”, el vínculo de derecho en que se manifiestan aquellas, únicamente puede existir entre los sujetos cuya posición se caracteriza por modalidades especiales, en tanto que la garantía individual puede entablarse entre cualquier persona física o moral, independientemente de su condición jurídica, social o económica, y las autoridades estatales y el Estado.  Los sujetos de la relación que implica la garantía social  bajo su aspecto general, son los grupos sociales y económicos representados por la clase trabajadora y el grupo detentador de los medios de producción, el capitalista; sin embargo, la garantía social no sólo consta de esos dos sujetos genéricos y sociales, sino que también existe entre individuos particulares, considerados éstos como miembros pertenecientes a dichas  dos clases; luego,  dentro de la garantía social que contempla nuestra Constitución es evidente que se garantiza a toda persona su derecho a un nivel de vida adecuado que asegure su salud y el bienestar y en especial la alimentación infantil, ya que respecto de esta última, se establece que los menores tienen derecho no sólo a la alimentación, sino a una vida sana, a la salud, a la educación, a la cultura, a la recreación y a llevar una vida digna en el seno de la familia.

Por lo demás, la preocupación de los autores de la Iniciativa de asegurar una adecuada alimentación infantil a través de mecanismos legales y  de que no simplemente quede a la buena voluntad del Gobernador en turno,  tal inquietud se ve colmada con la Ley de Asistencia Social Para el Estado de Coahuila, cuyos artículos 2°  y 4° literalmente establecen:

“ ARTICULO 2°.- Para los efectos de esta ley se entiende por asistencia social, el conjunto  de acciones tendientes a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social que impidan al individuo  su desarrollo integral, así como  la protección física, mental y social de personas en  estado de necesidad, desprotección o desventaja física y mental, hasta lograr su incorporación a una vida plena y productiva, todo ello, en lo posible, dentro de un marco  de corresponsabilidad, temporalidad y selectividad.”

“ARTICULO 4°.- El estado asume la atención y protección de los menores en sus aspectos físico, mental y moral, como coadyuvante de los deberes y derechos de los padres, tutores o de quienes ejerzan la patria potestad, sin perjuicio de las disposiciones previstas sobre la materia en los ordenamientos civiles correspondientes.

En cuanto al desarrollo  de la familia, el estado lo asume en forma subsidiaria, realizando para tal objeto, acciones tendientes a la investigación, educación, prevención y asistencia de los núcleos familiares.

A través de la realización de actividades de prevención, educación e implementación de servicios básicos el estado asume el desarrollo de la comunidad.

Los servicios de asistencia social previstos en esta ley, los realizará el estado a través del Sistema  para el Desarrollo Integral de la Familia, quien coordinará el Sistema Estatal de Asistencia Social.

Para los efectos de esta ley se entenderá por Sistema al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia.”

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, se considera innecesaria la adición que se propone al artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, toda vez que el párrafo último del artículo 173 del ordenamiento en cita, dispone que la Ley establecerá los medios y apoyos necesarios para el logro de los objetivos a que dicha norma se refiere, entre los cuales esta, como acertadamente lo reconocen los autores de la Iniciativa, el derecho de los menores a una vida sana, a la salud, a la alimentación, a la educación, a la cultura, a la recreación, a la preparación para el trabajo y a llevar una vida digna en el seno de la familia; derechos todos que encuentran su desarrollo y protección en la Ley de Asistencia Social Para el Estado de Coahuila y particularmente en los programas,  que por disposición de la ley, y no simplemente de la buena voluntad del gobernante en turno, tiene encomendados el Sistema Para el Desarrollo Integral de la Familia. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Thelma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila, enero 31 de 2005.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza 
Dip. Carlos Tamez Cuellar 

                Coordinador      

Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros
Dip. Latiffe Eloisa Burciaga Neme

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Jesús de León Tello

Dip. Fernando Salazar Fernández
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa de Reforma a la Ley del Servicio Estatal de Empleo, propuesta por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 23 de noviembre de 2004, se dio segunda lectura a la Iniciativa de Reforma a la Ley del Servicio Estatal de Empleo, propuesta por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 41 y 42 apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa para reformar la Ley del Servicio Estatal de Empleo, propuesta por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional se basa en las consideraciones siguientes:

Es responsabilidad de la Administración Pública enfrentar con éxito los problemas fundamentales que aquejan al Estado de Coahuila, proporcionando soluciones puntuales, responsables y eficaces, y uno de estos problemas es el gran índice de desempleo con el que actualmente se cuenta, básicamente en la capital del Estado.

Con la entrada en vigencia de la Ley del Servicio Estatal de Empleo para el Estado de Coahuila, publicada en el Periódico Oficial del 29 de agosto de 2003, se creo el Instituto Estatal de Empleo, Organismo Público Descentralizado de la Administración Pública del Estado, buscando precisamente establecer mecanismos que vinieran a disminuir el problema del desempleo, tal y como se ve reflejado en la mencionada ley al establecer en su artículo 2°, que el Instituto Estatal del Empleo tendrá como objetivos:

· Desarrollar acciones de capacitación para el trabajo a fin de incorporar a la población desempleada a cursos de capacitación de corto plazo con el propósito de facilitar su acceso al empleo e incrementar sus posibilidades de obtenerlos.

· Generar empleos mediante la consolidación de proyectos productivos rentables. 

· Otorgar a la población desempleada asistencia técnica, información y apoyos económicos. 

· Realizar acciones tendientes a otorgar apoyos económicos a la población que constituya grupos de movilidad interior o exterior. 

· Fomentar y promover la cultura de la capacitación, a fin de incrementar su productividad y consecuentemente la competitividad de las empresas. 

· Apoyar la formación de recursos humanos para el trabajo y la productividad, y 

· Vincular a la población desempleada con las oportunidades de empleo que genere el aparato productivo de la entidad.

De lo anterior se desprende que la Ley del Servicio Estatal de Empleo, y por ende del Instituto Estatal de Empleo, tienen como objetivo implementar programas de capacitación, ayuda y vinculación, principalmente a las personas que se encuentran desempleadas y por lo tanto, se considera que el nombre de esta Ley, no es el más representativo de los objetivos que busca, pues parece que es una ley encaminada a regular un Organismo relacionado principal o exclusivamente con la población laboralmente activa.

Por lo que partiendo de esa premisa, consideramos importante modificar el título de dicha ley, proponiendo el de "Ley del Servicio Estatal de Atención al Desempleo", esto con la única finalidad de darle un toque más representativo y acorde con su contenido, proporcionando una clara y fácil identificación a la población del Estado a la cual esta dirigida.

La recuperación y generación de empleos debe ser una de las altas prioridades del Estado, por lo que resulta inaceptable el rezago en este rubro.

Adicionalmente, y con la finalidad de que el contenido de ley motivo del presente proyecto de reforma este acorde con la modificación planteada se proponen también modificaciones a los artículos 1° y 6° así como el título de la sección primera de la Ley del Servicio Estatal del Empleo.

TERCERO. 
Conforme al Artículo 2° de la Ley que se analiza, el Servicio Estatal, no sólo tiene por objeto, como lo enfatiza la Iniciativa que se estudia, implementar programas de capacitación, ayuda y vinculación principalmente a las personas desempleadas, pues también y de modo muy destacado, se ocupa  de los grupos subempleados, e incluso de los trabajadores en activo, como se desprende de la lectura de las fracciones V y VI  del precitado artículo, que se refieren al fomento y promoción de la cultura déla capacitación como medio para procurar el bienestar de los trabajadores, a fin de incrementar su productividad  y por vía de consecuencia la competitividad de las empresas; así como el apoyo en la formación de recursos humanos para el trabajo y la productividad, instrumentando mecanismos de normalización y certificación de competencias laborales.

A mayor abundamiento, el Programa de Apoyo al Empleo, ( PAE ) a que hace referencia el artículo 3° de la ley en consulta, está encaminado no sólo a la problemática de las personas desempleadas, sino también a las subempleadas; y, el Programa de Apoyo a la Capacitación, ( PAC ) a que también alude el artículo en comento, está dirigido a los trabajadores en activo de las micro, pequeñas y medianas empresas.

Finalmente, el Servicio Nacional de Empleo, constituido a partir de las reformas a la Ley Federal del Trabajo, está integrado por los Servicios Estatales de Empleo, mismos que se encargan de la operación y por la Secretaría del Trabajo y Previsión social, que por conducto de la Coordinación General de empleo, proporciona la normatividad a los Servicios Estatales de Empleo; luego, hablar de servicios estatales para la atención al desempleo, como pretenden los autores déla Iniciativa cuyo estudio se hace,  no sólo no se adecua a la normatividad establecida, sino que además tampoco refleja la realidad de su  contenido normativo, que no únicamente se refiere a las personas desempleadas, sino también a las subempleadas e incluso a los trabajadores en activo.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones expuestas, se estima conveniente mantener no sólo el nombre de la ley, sino también el de las instituciones que contiene, como lo son el Instituto Estatal del Empleo y el Comité Estatal de Capacitación y Empleo, por lo que habrá de emitirse el siguiente:

DICTAMEN

ÚNICO.  Por los  motivos y razonamientos expuestos en el presente dictamen se estima procedente desechar la Iniciativa para  reformar el nombre de la Ley del Servicio Estatal del Empleo y los artículos 1° y 6° de la misma. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila, enero 17 de 2005.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa para Abrogar la Ley que Crea un Patronato Para la Administración de la Unidad Deportiva de Torreón y el Gimnasio Municipal de Torreón, y de la Ley que Crea un Patronato para la Unidad Deportiva de San Pedro, propuesta por el C. Diputado José Andrés García Villa, del Grupo Parlamentario del Partido Acción nacional; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día, 30 de Noviembre de 2004, se dio segunda lectura a la Iniciativa para Abrogar la Ley que Crea un Patronato Para la Administración de la Unidad Deportiva de Torreón y el Gimnasio Municipal de Torreón, y de la Ley que Crea un Patronato para la Unidad Deportiva de San Pedro de las Colonias.

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 41 y 42 apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa para Abrogar la Ley que Crea un Patronato Para la Administración de la Unidad Deportiva de Torreón y el Gimnasio Municipal de Torreón, y de la Ley que Crea un Patronato para la Unidad Deportiva de San Pedro se basa en las consideraciones siguientes:

La Abrogación, a decir de Joaquín Escriche en su diccionario razonado de legislación y jurisprudencia, es la anulación o revocación de lo que por Ley o Privilegio se hallaba establecido. La abrogación de la ley se diferencia de la derogación, en que aquella consiste en la abolición o anulación total de la Ley, y ésta en la abolición o anulación de solo una parte de ella.

El municipio es un ente autónomo que, de acuerdo con el orden constitucional de la república, reúne las siguientes características: a) personalidad jurídica propia; b) patrimonio propio; c) no tiene vínculos de subordinación jerárquica con el Gobierno del Estado; d) administra libremente su hacienda; e) tiene facultades reglamentarias, ejecutivas y jurisdiccionales administrativas; y f) su órgano de gobierno es electo directa y popularmente.

Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente, el Código Municipal de Coahuila asegura al municipio el derecho de intervenir en todos los asuntos que afecten directamente el ámbito de sus intereses colectivos.

El Ayuntamiento constituye la autoridad máxima en el municipio, es independiente y no habrá autoridad intermedia entre este y el Gobierno del Estado.

La permanencia en el derecho vigente de disposiciones sin aplicación resulta vana e inapropiada. Analizando el contenido de los textos jurídicos, encontramos dos leyes cuya codificación dista de la realidad en la que vivimos, están referidas a organismos públicos estatales que actualmente son administrados por autoridades municipales, y concretamente estamos hablando de los que se refieren a la Unidad Deportiva Torreón, al Gimnasio Municipal Torreón y la Unidad Deportiva San Pedro.

Las leyes de referencia son la "Ley que crea un Patronato para la Administración de la Unidad Deportiva .de San Pedro" y la "Ley que crea un Patronato para la Administración de la Unidad Deportiva "TORREÓN" y el Gimnasio Municipal 'TORREÓN"" las cuales datan de 1968 y 1969 respectivamente.

A más de 35 años de distancia, autoridades de los municipios correspondientes nos confirmaron la administración de estos inmuebles por parte de sus dependencias y aunque se les solicitó la documentación legal que avalara el hecho de que sean las autoridades municipales quienes tengan bajo su tutela las unidades mencionadas, éstos solo nos proporcionaron datos aislados. Esos documentos deben estar bajo el resguardo de la administración pública estatal y seguros de que la comisión o comisiones a quienes se turne esta iniciativa recabará dicha información legal para sustentar el dictamen, lo innegable es que al día de hoy, no es la autoridad estatal la que administra estos inmuebles, sino la municipal.

TERCERO. 
De acuerdo con la Ley que crea un Patronato Para la Administración de la Unidad Deportiva Torreón y el Gimnasio Municipal Torreón, cuya abrogación se propone, el presidente de dicho patronato, conforme al artículo 16 de la ley en cita, lo es un representante del Ayuntamiento del Municipio de Torreón.

El  patronato, como el mismo nombre de la ley lo establece, y se confirma en el artículo 23 de la misma, tiene funciones administrativas; por lo mismo nada tiene de extraño que sea la autoridad municipal respectiva quien administre esas instituciones, pues la propia ley las faculta para ello; y, si este hecho es reconocido por el autor de la iniciativa y es el motivo por el cual propone la derogación de la ley, es la prueba indiscutible de que las autoridades municipales, en este rubro, están observando fielmente la ley  cuya abrogación se propone.

Por las razones expuestas, no es el caso de abrogar una ley que además de vigente, es positiva, dado el estricto cumplimiento que de ella han hecho las respectivas autoridades municipales.

Lo propio puede decirse por lo que respecta a la Ley que Crea un Patronato Para la Administración de la Unidad Deportiva De San Pedro, pues conforme al artículo 16 de la citada ley, el Presidente del patronato lo es un representante del Ayuntamiento y sus funciones son eminentemente administrativas; por ende, es el Ayuntamiento de San Pedro a través del representante designado quien administra dicha unidad.

Por las razones expuestas, no ha lugar a abrogar las citadas leyes.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.-  Consecuentes con el análisis que se ha hecho respecto de las leyes cuya abrogación se propone, por las razones expuestas no ha lugar a proceder de conformidad, ya que las citadas leyes, no sólo son vigentes por contener el sello de imperatividad del Estado, sino además positivas, dada la observancia que de ellas han hecho las respectivas autoridades municipales de Torreón y de San Pedro de las Colonias.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Thelma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila, enero 31 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza 
Dip. Carlos Tamez Cuellar 

                Coordinador      

Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros
Dip. Latiffe Eloisa Burciaga Neme

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Jesús de León Tello

Dip. Fernando Salazar Fernández
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con relación al oficio del Congreso del Estado de Chihuahua mediante el cual se informa sobre la aprobación de un Acuerdo, por el que se determinó solicitar al Congreso de la Unión especialmente a la Cámara de Diputados la aprobación de una iniciativa de Decreto que le fue remitida por la Cámara de Senadores a fin de reformar  el Artículo 73 fracción XXI de la Constitución Política Federal, así como su envió a las legislaturas de los Estados, con la solicitud de que se adhieran al mismo.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 7 de diciembre del año 2004, se dio cuenta del  oficio del Congreso del Estado de Chihuahua mediante el cual se informa sobre la aprobación de un Acuerdo, por el que se determinó solicitar al Congreso de la Unión especialmente a la Cámara de Diputados la aprobación de una iniciativa de Decreto que le fue remitida por la Cámara de Senadores a fin de reformar  el Artículo 73 fracción XXI de la Constitución Política Federal, así como su envió a las legislaturas de los Estados, con la solicitud de que se adhieran al mismo.

SEGUNDO. Que por Acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso dicha documento se turno a esta Comisión para los efectos que se estime procedentes.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO.  Que el Acuerdo es del tenor literal siguiente:

ARTÍCULO PRIMERO.- La Sexagésima Primera Legislatura del H. Congreso del Estado de Chihuahua, solicita respetuosamente al H. Congreso de la Unión, especialmente a la Cámara de Diputados, la aprobación de la Iniciativa de Decreto emitida por la Cámara de Senadores, a fin de reformar el artículo 73, fracción XXI de la constitución Federal así como su envió a las Legislaturas de los Estados, para los efectos del artículo 135 Constitucional.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Remítase copia del presente Acuerdo, así como del dictamen que dio origen a todas las Legislaturas de los Congresos Locales solicitándoles su adhesión al mismo. 

TERCERO. Que una vez que se analizó el documento a que hace referencia el Acuerdo se advierte que la iniciativa de reforma al artículo constitucional consiste en determinar que en las materias concurrentes previstas en nuestra Carta Magna, las leyes federales establecerán lo supuestos en que las autoridades del fueron común podrán conocer y resolver sobre delitos federales.

Que en consecuencia, se considera que como parte del constituyente permanente nos corresponde participar en la Reforma del Estado, misma que implica proponer, analizar, discutir y aprobar toda modificación a la Constitución Política, así mismo se considera procedente que esta Legislatura se adhiera a la solicitud planteada por la Legislatura del Estado de Chihuahua a la Cámara de Diputados.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de este Congreso, el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO:

PRIMERO. La Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, se adhiere al Acuerdo aprobado por la Sexagésima Primera Legislatura del H. Congreso del Estado de Chihuahua, mediante el cual solicita respetuosamente al H. Congreso de la Unión, especialmente a la Cámara de Diputados, la aprobación de la Iniciativa de Decreto emitida por la Cámara de Senadores, a fin de reformar el artículo 73, fracción XXI de la constitución Federal así como su envió a las Legislaturas de los Estados, para los efectos del artículo 135 Constitucional.

SEGUNDO. Gírese atento oficio a la Cámaras de Diputados mediante el cual se le comunique la adhesión de este Congreso al acuerdo mencionado en el apartado primero de este Punto de Acuerdo. 

TERCERO. Comuníquese el presente Punto de acuerdo a la Sexagésima Primera Legislatura del H. Congreso del Estado de Chihuahua, para los efectos procedentes.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila enero 17 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza 
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup   
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
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Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
Acuerdo de la Comisión Gobernación y Puntos Constitucionales con relación al oficio del Congreso del Estado de Jalisco mediante el cual se informa sobre la aprobación de un Acuerdo por el cual se determino elevar una iniciativa al Congreso de la Unión para adicionar el párrafo segundo del Artículo 35 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 28 de diciembre de 2004, se dio cuenta del oficio del Congreso del Estado de Jalisco mediante el cual se informa sobre la aprobación de un Acuerdo por el cual se determino elevar una iniciativa al Congreso de la Unión para Adicionar el Párrafo Segundo del Artículo 35 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Que por acuerdo del Presidente de la mesa directiva del Pleno del Congreso se turno el documento en mención a esta comisión para los efectos que se estimen procedentes.

En consecuencia, se advierte del propio acuerdo legislativo que su envío a las demás legislaturas de las entidades federativas es para efectos de conocimiento. En tal virtud se tiene por recibido el comunicado que antes descrito.
Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila enero 17 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza    
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup 
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Jesús de León Tello
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con relación al oficio del Congreso del Estado de Zacatecas mediante el cual se informa sobre la aprobación de un Acuerdo, por el que se determinó enviar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, una iniciativa Proyecto de Decreto para reformar y Adicionar la Ley de Instituciones de Crédito; solicitándose así mismo que las legislaturas Estatales aprueben dicha iniciativa.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 30 de noviembre año 2004, se dio cuenta del  oficio del Congreso del Estado de Zacatecas mediante el cual se informa sobre la aprobación de un Acuerdo, por el que se determinó enviar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, una iniciativa Proyecto de Decreto para reformar y Adicionar la Ley de Instituciones de Crédito; solicitándose así mismo que las legislaturas Estatales aprueben dicha iniciativa.

SEGUNDO. Que por Acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso dicha documento se turno a esta Comisión para los efectos que se estime procedentes.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO.  Que el Acuerdo es del tenor literal siguiente:

PRIMERO.- Se aprueba el ejercicio de la facultad de Iniciativa para presentar ante la Honorable cámara de Diputados del congreso de la Unión, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para Reformar y Adicionar los artículos 117 y 118 de  la Ley de Instituciones de Crédito.

SEGUNDO.- Se autoriza al Oficial Mayor para que presente ante los CC. Diputados Secretarios de la Mesa Directiva de la Honorable Cámara de Diputados del Congreso de las Unió, la Iniciativa con Proyecto de Decreto contenida en este Acuerdo. 

TERCERO.- Comuníquese el presente Acuerdo a las Legislaturas de los Estados y a la Asamblea del distrito Federal, para que si tienen a bien apoyen la presente Iniciativa. 

TERCERO. Que al analizar el contenido de la iniciativa de reformas a la Ley de Instituciones de Crédito, se advierte que la reforma consiste en establecer un mecanismo de coerción para el cumplimiento de la obligación con las autoridades investigadoras de hechos delictuosos o que pudieran serlo, en virtud de que actualmente no existe sanción alguna para los empleados y funcionarios de las instituciones de crédito que nieguen la información solicitada o la retarden.

En tal orden de ideas se considera procedente otorgar el apoyo a la Iniciativa de reformas y adiciones que se plantea por parte de la Legislatura de Zacatecas, por lo que los integrantes de esta Comisión estiman procedente emitir el siguiente:

ACUERDO

PRIMERO. La Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano del Coahuila de Zaragoza, se adhiere al Acuerdo aprobado por la Quincuagésimo Octava Legislatura del Congreso del Zacatecas mediante el cual presentan Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar y Adicionar los Artículos 117 y 118 de la Ley de Instituciones de Crédito...

SEGUNDO. Remítase al Congreso de la Unión copia de este acuerdo para los efectos procedentes.

TERCERO. Comuníquese a  la Quincuagésimo Octava Legislatura del Congreso del Zacatecas, la aprobación de este Acuerdo.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila enero 17 de 2005.
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